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I. Planteamiento. El Derecho internacional privado como disciplina 

autónoma del ordenamiento jurídico español.  

 

El aumento de las relaciones jurídicas sujetas a diferentes ordenamientos 

jurídicos es la razón de ser del Derecho internacional privado. Las relaciones jurídico-

privadas -entre particulares-, e internacionales -sometidas a más de un ordenamiento 

jurídico- han proliferado en los últimos tiempos, creando en el legislador la necesidad de 

incorporar normas que traten de hacer frente a esta nueva realidad socio-jurídica, que es 

el Derecho internacional privado; aunque tradicionalmente lo que éste ha hecho ha sido 
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siempre legislar pensando en situaciones domésticas, ha sido la aparición del denominado 

“tráfico jurídico externo” lo que provocado el cambio.  

Así, por ejemplo, cuando un ciudadano francés con domicilio en París formaliza 

un contrato de compraventa internacional de mercaderías con un ciudadano español 

establecido en Elche (Alicante), si surge un litigio derivado del incumplimiento de 

cualquiera de las obligaciones de las partes, y el comprador o el vendedor presenta ante 

los órganos jurisdiccionales españoles una demanda, las cuestiones a resolver serían 

varias: ¿son los órganos jurisdiccionales españoles competentes para conocer de este 

litigio?, y, en caso afirmativo, ¿qué ley aplicarían para resolverlo, la ley francesa o la ley 

española?, será el Derecho internacional privado la disciplina jurídica llamada a intervenir 

para dar respuesta a estas cuestiones. 

El Derecho internacional privado viene a ser, entonces, aquella rama del 

ordenamiento jurídico español que estudia las “situaciones privadas internacionales”, esto 

es, como decía la profesora PÉREZ VERA, las relaciones jurídicas que, o bien por las 

personas que intervienen, por el objeto sobre el que versan, o bien, por el modo en que se 

producen, no agotan sus consecuencias en una única esfera jurídica1.  

 

II. Presupuestos sociales y jurídicos para el establecimiento de una 

teoría general del Derecho internacional privado.  

 

En este sentido, el profesor ESPLUGUES MOTA señala que la estructuración del 

mundo en una pluralidad de Estados dotados de sistemas jurídicos distintos y diversos en 

su contenido y, la presencia de una actividad humana que los pone en contacto, son las 

dos circunstancias a tener en cuenta para entender el porqué de esta disciplina2.  

La denominación “Derecho internacional privado” – algo confusa sobre todo para 

un alumno de la Licenciatura en Derecho- fue acuñada por  J. STORY, Juez del Tribunal 

Supremo de Estados Unidos, en el año 1834. Sin embargo, es un término que induce a 

error ya que el Derecho internacional privado: a) No es “internacional”, pues no 

                                                           
1Vid. PÉREZ VERA, E., Derecho internacional privado. Vol. I., Universidad Nacional de 

Educación a Distancia (UNED), Madrid, 2002, p. 23. 
2Vid. ESPLUGUES MOTA, C., “Derecho internacional privado”, en Introducción al Derecho, 

Ediciones de la Universidad de Castilla-La Mancha, Cuenca, 1996, p. 161. 
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constituye un sector del Derecho internacional público, sino que es una rama del 

ordenamiento jurídico de cada Estado; b) No es “privado”, pues el Derecho internacional 

privado no sólo se ocupa de las relaciones entre particulares sino también de aquellas 

relaciones, como comentaremos más adelante, en las que participa un sujeto de Derecho 

público que actúa como si fuera un particular. 

 Se suelen señalar, por parte de la doctrina "iusinternacionalprivatista" española, 

como  presupuestos del Derecho internacional privado, los siguientes: a) El pluralismo 

jurídico y la pluralidad de respuestas –ya que en la actualidad son algo más de ciento 

cincuenta ordenamientos jurídicos los llamados a intervenir ante un litigio, provocando, 

en algunas ocasiones, la contradicción entre dos o más de esos ordenamientos jurídicos 

respecto de un mismo supuesto de hecho- que trae como consecuencia la existencia de 

tantos sistemas jurídicos como Estados;  b) La vocación transfronteriza de las relaciones 

humanas, esto es, la necesidad, de un tiempo a esta parte, de que las relaciones humanas 

se desarrollen fuera de los límites de un Estado- en este sentido, decía el profesor 

YANGUAS MESSÍA que “si las relaciones humanas se detuvieran al llegar a las 

fronteras, si no hubiese desplazamientos de personas a otros países, ni propiedad privada 

sobre cosas sitas en ajeno territorio, ni matrimonios entre extranjeros; si no se celebrasen 

nunca contratos en que la nacionalidad de los estipulantes, la situación de la cosa, el lugar 

de otorgamiento o el lugar de ejecución sean dispares; si no se dieran sucesiones cuyo 

causante, cuyos herederos y cuyos bienes dependan de Estados diversos, no existirían 

casos y problemas de Derecho internacional privado3”-; y, finalmente, c) La potencial 

eficacia ad extra de las respuestas operadas desde el foro o sede de análisis -lugar donde 

se plantean las controversias-, pues cabe la posibilidad, y, en algunos casos, es necesaria, 

que una respuesta jurídica dada por un Estado despliegue sus efectos en otro Estado.   

 Como señalan los profesores FERNÁNDEZ ROZAS, SÁNCHEZ LORENZO, y 

ESTEVE GONZÁLEZ nos encontramos ante una sociedad fuertemente 

internacionalizada como consecuencia de factores políticos, sociológicos, económicos y 

filosófico-jurídicos, a saber: por una parte, serían factores políticos, la cooperación 

internacional con el objeto de buscar la reglamentación más adecuada del tráfico jurídico 

externo y la importancia creciente de los procesos de integración; por otra, como factores 

sociológicos, nos encontraríamos con el incremento de los desplazamientos humanos 

                                                           
3 Vid. YANGUAS MESSÍA, J., Derecho internacional privado. Parte General, Reus, Madrid, 

3ª Ed., 1971, P.38. 
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derivados de la sociedad del ocio o la multiculturalidad, el incremento de los 

movimientos internacionales de trabajadores, y el surgimiento e irrupción de las nuevas 

tecnologías en el ámbito de la comunicación e información; en tercer lugar, como factores 

económicos deberíamos destacar, la interdependencia y la globalización de la economía; 

y, finalmente, como factores filosófico-jurídicos, no deberíamos olvidar que el Derecho 

internacional privado, como saber jurídico y producto cultural que es, se halla sometido 

a la influencia de las distintas corrientes de pensamiento, que acaban incidiendo en sus 

postulados filosóficos-jurídicos 4. Por tanto, han sido diversos los factores que han 

convertido al Derecho internacional privado en un canal de comunicación de culturas 

que, desde el respeto a la identidad cultural, y la garantía de la convivencia intercultural 

han permitido la construcción de nuevas realidades a partir de fines comunes. 

 

III. Caracteres del sistema español de Derecho internacional privado: 

autonomía, plenitud y relatividad. 

 

Ha quedado claro que el Derecho internacional privado no es una parte del 

Derecho internacional público sino que es una disciplina autónoma cuya denominación –

como ya hemos apuntado- puede inducir a error; de ahí que, en este sentido, sea necesario 

incidir, una vez más, en las dos notas que lo caracterizan: primero, el calificativo de 

“internacional”, que implica que la realidad que intenta regular está conectada con más 

de un ordenamiento jurídico; y, segundo, el calificativo de “privado”, que convierte a 

nuestra disciplina en una rama del Derecho que se encarga de regular las relaciones 

internacionales de los individuos. 

 Ahora bien, la pregunta sobre el concepto del Derecho internacional privado 

puede ser abordada también desde una perspectiva funcional: ¿cuál es la función del 

Derecho internacional privado?; pues, ésta no sería otra sino que “resolver los problemas 

que suscitan los conflictos de intereses sociales derivados de las relaciones privadas de 

                                                           
4Vid. FERNÁNDEZ ROZAS, J.C. y SÁNCHEZ LORENZO, S., Derecho internacional privado, 

2ª edición, Editorial Civitas, Madrid, 2022, pp. 31-42; y, ESTEVE GONZÁLEZ, L., Proyecto 

docente e investigador: Derecho Internacional Privado y Sociedad de la Comunicación y de la 

Información: adaptación de un sistema, Ejercicio presentado al concurso para la provisión de 

una plaza de Profesor Titular de Derecho internacional privado de la Universidad de Alicante, 

Inédito, Alicante, 2000, p. 7. 
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tráfico externo”5; siendo, por tanto, el Derecho internacional privado aquella rama del 

ordenamiento jurídico interno que se ocupa del conjunto de problemas que suscitan las 

“relaciones jurídicas heterogéneas” y sus “relaciones estructurales”6, el “conjunto de 

normas aplicables a las personas privadas en sus relaciones con la sociedad 

internacional”7, o “aquella rama del Derecho que, en cada sistema jurídico, regula 

aquellas relaciones o situaciones de los particulares que, en su formación o evolución, no 

agotan sus efectos en una sola esfera jurídica, al conectarse, a través de algún elemento 

relevante, con otros ordenamientos”8. 

 

IV. Objeto del Derecho internacional privado como sistema autónomo: 

el tráfico privado externo o las situaciones privadas internacionales 

como objeto de regulación especial. 

  

 El objeto del Derecho internacional privado ha sido un punto de discusión constante en 

la doctrina "iusinternacionalprivatista" española, aunque parece, como apunta el profesor 

DESANTES REAL, que no cabe ninguna duda acerca de la consideración de que, desde la 

perspectiva funcional, el Derecho internacional privado tiene sentido a partir del momento en 

el que confluyen dos presupuestos: a) En primer lugar, la pluralidad y diversidad de sistemas 

jurídicos autónomos con sus correspondientes fronteras jurídicas;  y, b) En segundo lugar, el 

desplazamiento material de los sujetos –personas- y la dispersión de los objetos –cosas- y de 

los actos a través de estas fronteras jurídicas9, esto es, desde el momento en que nos 

encontramos ante una “situación privada internacional”.  

 Ahora bien, no es menos cierto que existen diversas teorías en torno al objeto del 

Derecho internacional privado, que podemos agrupar en dos grandes concepciones: las “teorías 

formales” y las “teorías objetivas o funcionales”: a) Las “teorías formales” parten del estudio 

de la norma jurídica de Derecho internacional privado. Así, toda materia regulada por una 

norma de Derecho internacional privado sería incluida dentro del objeto del Derecho 

                                                           
5Vid. FERNÁNDEZ ROZAS, J. C. y SÁNCHEZ LORENZO, S., Curso de Derecho 

internacional privado, Civitas, Madrid, 1991, p. 31. 
6Vid. GONZÁLEZ CAMPOS, J. D., Curso de Derecho internacional privado. Parte General, 

Madrid, UAM, 1984, pp. 2 y ss. 
7Vid. BATIFFOL, H. y LAGARDE, P., Droit international privé, vol. I, 7ª ed., París, pp. 3 y ss. 
8Vid. PÉREZ VERA, E., op. cit., p. 40. 
9Vid. DEANTES REAL, M., Proyecto docente e investigador, Ejercicio presentado al concurso 

para la provisión de una plaza de Catedrático de Derecho internacional privado de la Universidad 

de Oviedo, Inédito, Oviedo, 1992, p. 54. 
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internacional privado; y, b) A diferencia de las “teorías formales”, cuyo punto de partida son 

las normas, las “teorías objetivas o funcionales” parten del concepto de “situación privada 

internacional”. Toda “situación privada internacional” o, como señalan los profesores 

FERNÁNDEZ ROZAS y SÁNCHEZ LORENZO, “cualquier relación jurídica que ponga con 

relación a distintos sistemas jurídicos nacionales”10, se caracteriza por la presencia de un 

“elemento de extranjería”, esto es, de cualquier dato presente en la relación que no aparece 

conectado con la esfera nacional. Según esta teoría, el objeto de las normas de Derecho 

internacional privado es el estudio del “tráfico jurídico externo”, es decir, la existencia de 

relaciones privadas que superan las fronteras de un Estado, y que aparecen conectadas con otro 

Estado. Por tanto, el objeto del Derecho internacional privado estaría constituido por las 

relaciones jurídicas con elementos de extranjería y no por las normas.  

Ahora bien, hoy en día, son las “teorías objetivas o funcionales” del objeto del 

Derecho internacional privado las defendidas por la mayoría de la doctrina "ius 

internacional privatista”, aunque a lo largo de la historia se han mantenido otras 

posiciones: a) “Teorías publicistas”, que entendían que el Derecho internacional privado 

era una parte del Derecho internacional público y, el objeto del Derecho internacional 

privado era la fijación de los límites de la “competencia legislativa de los Estados 

soberanos”; b) “Teorías unilateralistas”, que identificaban el objeto del Derecho 

internacional privado con el objeto de la norma de Derecho internacional privado y, 

consistían en delimitar el ámbito de aplicación espacial de la ley de un Estado; y, c) 

“Teorías objetivistas amplias”, que entendían que el objeto del Derecho internacional 

privado eran las relaciones jurídicas internacionales entre particulares y, entre particulares 

y el Estado. 

 Teniendo en cuenta que el objeto del Derecho internacional privado lo constituyen 

las denominadas “situaciones privadas internacionales” –situaciones en las que la 

respuesta es diferente a la prevista para los supuestos internos-, es necesario señalar 

cuando una situación es “privada”, y cuando es “internacional”; en este sentido, podemos 

calificar de “privada” toda relación jurídica en la que los sujetos de una misma relación 

ocupan una posición de igualdad; y, es “internacional” toda relación jurídica en la que 

esté presente un “elemento de extranjería”. Cuando nos referimos a relaciones privadas 

estamos planteando la exclusión de todos aquellos sectores del ordenamiento en los que 

predomina su vertiente pública, aunque, si bien es cierto que, la calificación de una 

                                                           
10Vid. FERNÁNDEZ ROZAS, J.C. y SÁNCHEZ LORENZO, S., op. cit., p. 26. 
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situación de internacional como “privada” o “pública” no depende de la naturaleza de los 

sujetos que la configuran sino de la posición jurídica que éstos ocupan en la relación: por 

tanto, nos referirnos a relaciones jurídicas en las que el sujeto es o una “persona de 

Derecho privado” o una “persona de Derecho público que actúa con carácter privado”-

esto es, que está actuando iure gestionis, y no cuando esa persona actúa ejercitando su 

poder de autoridad, esto es, cuando está actuando iure imperii.  

 Además, una relación jurídica merecerá el calificativo de “internacional” cuando 

no sea “doméstica”, esto es, cuando la misma exceda de los límites del tráfico jurídico 

privado interno –cuando se trate de una situación conectada con más de un ordenamiento 

jurídico estatal-; por tanto, cuando en la misma esté presente algún elemento de los 

llamados de extranjería, ya sea objetivo (p. ej. la situación de un bien inmueble fuera de 

España, la firma de un contrato en un país extranjero o la celebración de un matrimonio 

fuera de España) o subjetivo (p. ej. la nacionalidad, el domicilio o la residencia habitual 

en un país extranjero), que podríamos entender que fuera relevante – la regulación de la 

situación jurídico-privada debe ser atribuida al Derecho internacional privado-11.  

 Como señalan los profesores FERNÁNDEZ ROZAS y SÁNCHEZ LORENZO, 

no es importante establecer que el elemento de extranjería es relevante o no, pues toda 

situación privada que incluya un elemento de extranjería es objeto de estudio por parte 

del Derecho internacional privado sino que éste es relativo, ya que “es extranjero todo 

aquello que no pertenece a un determinado grupo, sea familiar, social, nacional o 

estatal”12. Si bien, en opinión de la profesora PÉREZ VERA, es necesario un examen 

detallado del supuesto de hecho concreto, ya que construcciones doctrinales más recientes 

entienden que no basta la presencia accidental o accesoria de un elemento extranjero 

para que pueda calificarse a una relación o situación como de tráfico jurídico externo13.  

 En suma, como señala la profesora ESTEVE GONZÁLEZ, el objeto del Derecho 

internacional privado es la relación privada internacional, la función de la reglamentación 

de tales relaciones evitando su discontinuidad en el espacio y la finalidad de conceder una 

respuesta justa y adecuada14. 

 

                                                           
11Vid. STS de 30 de junio de 1983, en la que se establece que nos encontramos ante una situación 

internacional cuando aparezca un “dato de extranjería”. 
12Vid. FERNÁNDEZ ROZAS, J.C. y SÁNCHEZ LORENZO, S., op. cit., pp. 28-29. 
13Vid. PÉREZ VERA, E., op. cit., pp. 26-27. 
14Vid. ESTEVE GONZÁLEZ, L., op. cit., p. 51.  
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 El carácter internacional de la situación privada. Para que una relación jurídica 

pueda incluirse en el objeto del Derecho internacional privado ha de ser “internacional”, 

por tanto, debe contener un elemento de extranjería que conecte la situación en cuestión 

con más de un ordenamiento jurídico estatal. 

 Tales elementos pueden devenir de cuestiones subjetivas, referidas a una cualidad 

de los sujetos que participan de la relación como son la nacionalidad o la 

residencia/domicilio; o bien de elementos objetivos que pueden estar referidos al objeto 

de la relación jurídica, como son el lugar de entrega de la mercancía; el lugar de situación 

del bien inmueble, o el lugar de cumplimiento de la obligación, etc. 

 La clave para analizar la presencia de un elemento extranjero está en situar a las 

situaciones privadas para ser estudiadas desde el punto de vista de un Estado concreto, 

esto es, desde un foro de análisis. De esta forma se podrá determinar si la situación está 

conectada con un Estado que no es el del foro. 

 Por ejemplo, un matrimonio celebrado en España entre dos españoles será tratado 

como una “situación doméstica”, sin embargo, el divorcio de esta pareja de españoles 

obtenido por sentencia firme dictada por un tribunal alemán obliga a poner en marcha el 

sistema de Derecho internacional privado español para dotar de efectos jurídicos en el 

foro a dicha sentencia extranjera. 

 Carácter privado de la situación privada internacional. Además del elemento 

de extranjería, la situación objeto de esta rama del Derecho debe tener carácter privado. 

Esto significa que las partes deben ser “particulares” y la relación jurídica que se presenta 

ha de estar regulada por alguna de las ramas que integran el Derecho privado con carácter 

general y también las relaciones privadas internacionales que pueden ser reguladas 

parcialmente por normas de Derecho público, fruto del intervencionismo estatal en la 

economía y en la ordenación del mercado (el llamado Derecho público de la economía). 

 En las relaciones de Derecho público, necesariamente una de las partes de la 

relación es un sujeto de naturaleza pública que actúa como tal. Por ejemplo: el conflicto 

histórico entre España y el Reino Unido por la soberanía sobre el Peñón de Gibraltar; o 

las deudas derivadas de impagos a Hacienda por parte de extranjeros residentes en 

España.  Estas relaciones quedan excluidas del objeto de estudio de nuestra disciplina. 

Son abordadas por sectores como el Derecho internacional público, Derecho fiscal 

internacional, Derecho administrativo, etc. 

 El elemento clave en la distinción de las situaciones privadas internacionales de 

otras que no lo son radica en la posición de los sujetos de la relación y no en la naturaleza 
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de las normas que resultan aplicables. En este sentido, debe recordarse que el término 

“privado” en el concepto de esta rama del ordenamiento no hace referencia exclusiva a la 

naturaleza de las normas que lo componen sino a la naturaleza privada de las relaciones 

que son su objeto. 

 El mejor que puede ilustrar esta relación es el  contrato de transporte internacional 

de mercancías (ya sea terrestre, o por vía área o marítima) que exige tener en cuenta la 

ley aplicable a los derechos y obligaciones de las partes  (ya se normativa española o una 

extranjera) pero también las normas que rigen las autorizaciones necesarias para la 

exportación o importación de las mercancías en España; las cuales son normas de Derecho 

público, pero están destinadas a regular una situación privada internacional.  

 

V. Contenido del Derecho internacional privado como sistema 

jurídico autónomo. 

 

 Tras haber concretado cuál es el objeto de estudio del Derecho internacional 

privado,  debemos incidir en las cuestiones que forman parte de la disciplina; señalando, 

en este sentido, que, siguiendo la clasificación establecida por el profesor AGUILAR 

NAVARRO15, existen tres concepciones doctrinales en torno al contenido del Derecho 

internacional privado –tema que ha preocupado en exceso, en los últimos tiempos, a la 

doctrina "iusinternacionalprivatista"española-, la “concepción estricta”, la “concepción 

intermedia”, y la “concepción amplia”: a) La “concepción estricta” –propia de la doctrina 

alemana e italiana-, considera que el Derecho internacional privado se ocupa 

exclusivamente del sector del Derecho aplicable a las situaciones privadas internacionales 

–también denominado “conflicto de leyes”-; b) La “concepción intermedia” –propia de la 

doctrina anglosajona- considera que el contenido del Derecho internacional privado 

incluye las cuestiones relativas a los “conflictos de jurisdicciones” como presupuesto de 

la ley aplicable; y, c) La “concepción amplia”-sostenida por la doctrina francesa  y por 

parte de la doctrina española- entiende que quedan dentro del Derecho internacional 

privado las siguientes materias: el Derecho procesal civil internacional (que se refiere, 

básicamente, a las cuestiones de Competencia judicial internacional, y 

                                                           
15 Vid. AGUILAR NAVARRO, M. Lecciones de Derecho civil internacional español, Madrid, 

Universidad Complutense de Madrid, 1984, 2ª edición, p.9. 
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Reconocimiento y Ejecución de actos y decisiones extranjeras), el Derecho aplicable, el 

Derecho de la nacionalidad, y el Derecho de extranjería.  

 No obstante, en la actualidad, la generalidad de la doctrina española ha asumido 

la denominada “concepción tripartita”- gracias en buena parte a la redefinición del 

contenido del Derecho internacional privado realizada por los profesores FERNÁNDEZ 

ROZAS y SÁNCHEZ LORENZO-, en virtud de la cual forman parte del Derecho 

internacional privado únicamente las siguientes materias: el Derecho aplicable, la 

Competencia judicial internacional, y el Reconocimiento y Ejecución de actos y 

decisiones extranjeras, quedando fuera: por un lado, el Derecho de la nacionalidad –que 

se ocupa de la pertenencia de un sujeto a un determinado Estado-; y, por otro lado, el 

Derecho de extranjería–  que estudia el régimen de entrada, permanencia, 

establecimiento, salida y expulsión, y el disfrute de los derechos y libertades de los 

extranjeros en España-, ya que, con carácter general, ambas ramas del ordenamiento 

jurídico español se ocupan de situaciones “internacionales” pero no “privadas”, pues son 

relaciones de Derecho público entre un extranjero y un Estado.  

 Por tanto, en particular, debemos excluir del ámbito del Derecho internacional 

privado materias tales como el Derecho internacional público, el Derecho penal 

internacional, el Derecho fiscal internacional, el Derecho administrativo internacional, el 

Derecho de la seguridad social internacional, el Derecho de la nacionalidad, y el Derecho 

de extranjería al tratarse de relaciones verticales, es decir, de relaciones internacionales 

entre sujetos de Derecho público o con intervención de éstos. 

 Corresponde ahora señalar, siguiendo a los profesores FERNÁNDEZ ROZAS y 

SÁNCHEZ LORENZO, cuáles son las cuestiones que el Derecho internacional privado 

trata de resolver, a saber: a) La Competencia judicial internacional –esto es, la pregunta 

sería si ¿son competentes los tribunales españoles para conocer del fondo de las 

cuestiones que suscitan una determinada situación privada internacional?-, que consiste 

en determinar en qué condiciones y bajo qué principios los órganos que ejercen la función 

jurisdiccional tienen competencia para entrar a conocer y, en consecuencia, proceder a 

solucionar los problemas que suscita una determinada “situación privada internacional”; 

b) El Derecho aplicable –siendo la respuesta anterior afirmativa, nos debemos cuestionar 

ahora ¿cuál es el régimen jurídico aplicable a una situación privada internacional?-, que 

implica que una vez determinado el tribunal competente, debemos buscar las respuestas 

jurídicas para resolver sobre el fondo una situación privada internacional; y, finalmente, 

c) El Reconocimiento y Ejecución de actos y decisiones extranjeras –es decir, ¿cuáles son 



11 
 

 

los efectos que producen en España los actos y decisiones extranjeras relativas a las 

situaciones privadas internacionales?-, que supone tratar de ver si la fuerza de un acto o 

decisión extranjera es capaz de sobrepasar la frontera del Estado del que emana16.  

 En resumen, y como señala la profesora ESTEVE GONZÁLEZ, la perspectiva 

funcional del Derecho internacional privado nos conduce a “identificar”, en primer 

estadio, la “situación privada internacional”, que requiere de un tratamiento específico 

por parte de un foro determinado, y que constituye el primer sector del Derecho 

internacional privado, el de la Competencia judicial internacional; una vez superado este 

estadio, entra en juego el segundo sector, el del Derecho aplicable a la respuesta material 

concreta; y, finalmente, nos encontraremos en el tercer sector del Derecho internacional 

privado –Reconocimiento y Ejecución de actos y decisiones extranjeras- cuando la 

solución resultado del segundo sector del Derecho internacional privado requiera una 

ejecución extraterritorial17. 

 

VI. Las fuentes del sistema español de Derecho internacional privado. 

El Derecho internacional privado forma parte del Derecho español, de su 

ordenamiento jurídico como rama independiente del mismo; su objeto internacional no le 

priva de este carácter. Se compone de una serie de normas de diferente origen que forman 

parte del ordenamiento nacional, que son protegidas y aplicadas por los poderes del 

Estado. 

¿Dónde se encuentra este Derecho? La respuesta no es sencilla ya que se 

encuentran dispersas y son generadas en diferentes ámbitos. Así, tenemos las fuentes de 

origen institucional (creadas por el legislador europeo) las fuentes de origen convencional 

(recogidas en los convenios sobre esta materia) y las fuentes de naturaleza autónoma (las 

creadas por legislador español).  

Este sistema de fuetes complejo y disperso funciona de manera jerárquica. Ello 

supone atender a la resolución de una situación privada internacional respetando en todo 

caso la primacía de las normas de origen institucional (dada nuestra pertenencia a la UE), 

seguidas de las fuentes convencionales y las de carácter autónomo como régimen de 

cierre. 

                                                           
16Vid. FERNÁNDEZ ROZAS, J.C. y SÁNCHEZ LORENZO, S., op. cit., pp. 45-55. 
17Vid. ESTEVE GONZÁLEZ, L., op. cit., pp. 88-89. 
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Notas características del sistema de fuentes en Derecho internacional privado 

español: 

 La dispersión normativa: se integra por normas jurídicas de diferentes 

fuentes de producción; las normas de están dispersas en instrumentos de 

diferente origen o régimen, y dentro de cada régimen, dentro de distintas 

normas. 

 La Interrelación de las fuentes: existen instrumentos en cada régimen legal 

que tienen un mismo ámbito de aplicación, por tanto, es necesario 

identificar cuál es el aplicable, atendiendo a diferentes criterios: jerarquía 

de fuentes; regla de la ley especial que deroga a la general; o regla de la 

eficacia máxima (entre los instrumentos en conflicto se aplica aquel que 

más beneficia al interesado). 

 Jerarquía de las fuentes: se aplican de forma jerárquica, tomando como 

base la pirámide de fuentes, teniendo el nivel más alto, al derecho 

institucional y en el nivel más bajo, al Derecho autónomo. 

 

A continuación, vamos a explicar cada una de ellas. 

Las normas emanadas de los órganos de la Unión Europea, fuente institucional, se 

integran en el ordenamiento español como propias de su sistema jurídico. Regulando 

situaciones privadas internacionales –objeto del Derecho internacional privado– nos 

encontramos con algunas normas de los Tratados constitutivos de la Comunidad Europea: 

Tratados originarios, Tratado de la Unión Europea, Tratado de Ámsterdam y, sobre todo, 

con las normas contenidas en los Reglamentos europeos, normas de directa aplicación por 

los Estados parte sin necesidad de incorporarlos a las normas internas ni de cualquier otra 

aprobación18.  

 Estos Reglamentos contienen una importante regulación común del Derecho 

internacional privado en los tres sectores que integran el contenido del Derecho 

internacional privado: competencia judicial internacional, Derecho aplicable y 

reconocimiento y ejecución de resoluciones judiciales.   Es más, la tendencia de la Unión 

                                                           
18 CAMPUZANO DÍAZ, Beatriz; DI FILIPPO, Marcelo; RODRÍGUEZ BENOT, Andrés y 

RODRÍGUEZ VÁZQUEZ, Mª Ángeles (eds.), Hacia un Derecho conflictual europeo: 

realizaciones y perspectivas, Comisión Europea, Universidad de Sevilla, 2008, pp. 121-150. 
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Europea es a convertir en Reglamentos europeos los Convenios celebrados entre los 

países miembros bajo el auspicio de la Unión Europea. Tal es la progresión del Derecho 

europeo en este ámbito que en pleno Siglo XXI vivimos un proceso de “europeización 

del Derecho internacional privado” que deviene de los esfuerzos integradores de la 

segunda mitad del Siglo XX.19 

La “europeización del Derecho internacional privado” tiene consecuencias en el 

régimen de producción interna ya que, la progresiva adopción de normas europeas en 

materias de Derecho civil y mercantil conlleva que las normas de producción interna en 

dichas materias dejen de ser aplicables. Ello es debido a que las normas de producción 

institucional son jerárquicamente superiores a las de producción interna. Aunque estas 

últimas normas siguen existiendo, están “desactivadas”. 

Otro efecto sobre las normas internas es que éstas deben formularse e interpretarse 

teniendo en cuenta los principios generales del Derecho UE: las normas de conflicto 

españolas no pueden conllevar un obstáculo a las libertades de circulaciones o a la 

consecución de cualquier otro objetivo europeo. Si una norma de conflicto de producción 

interna no es compatible con el Derecho UE debe ser “eurodepurada”. 

Dentro de estas fuentes institucionales del Derecho internacional privado de 

origen europeo nos encontramos con las Directivas. Éstas son normas que señalan a los 

Estados miembros los objetivos y resultados a alcanzar en materias determinadas, 

imponiéndoles la modificación de sus normas internas. Esta unificación en materias 

sustantivas, como el régimen de extranjería, garantías para los consumidores, etc., facilita 

la libre circulación de los bienes y las personas al pulirse las diferencias entre los Estados. 

La circulación de las sentencias judiciales, su rápida ejecución en países distintos a 

aquellos en las que se dictaron, es también enormemente facilitada al aproximarse el 

derecho material en el que se fundan. 

Ha sido como resultado de la trasposición y desarrollo de Directivas que se han 

promulgado en España leyes sobre derechos y deberes de los extranjeros en España; 

garantías de bienes adquiridos en comercios; las reguladoras del comercio electrónico y 

los servicios de la sociedad de la información (transfronterizos por excelencia); las 

reguladoras del comercio minoritario;  sobre protección de consumidores en el caso de 

                                                           
19 BOUZA VIDAL, Nuria, “Modalidades de unificación y armonización de legislaciones en la 

CEE”, en A.A.V.V., Iniciación al estudio del Derecho comunitario europeo, Madrid, CGPJ, 

1984, pp. 155-181. 
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contratos celebrados fuera de los establecimientos mercantiles;  sobre crédito al consumo;  

sobre viajes combinados; o reguladora de los viajes combinados; del aprovechamiento 

por turno de Bienes Inmuebles de uso turístico; entre otras muchas. 

Entre las ventajas más destacadas de las fuentes institucionales tenemos: 

 La entrada en vigor de los Reglamentos no requiere de trasposición por 

parte de los Estados miembros. 

 Su adopción cuando se realiza por el procedimiento legislativo ordinario y 

no exige la ratificación de los Estados implica su entrada en vigor a la vez 

en toda la UE. 

 Su modificación resulta mucho más fácil que la de un convenio 

internacional, 

 El TJUE posee competencia para interpretar las disposiciones de los 

Reglamentos en caso de dudas por parte de los tribunales nacionales a 

través de la “cuestión prejudicial”. 

 Desde un punto de vista jerárquico se aplican siempre en preferencia 

respecto al resto de las fuentes. 

Como hemos visto, no obstante, compartir las fuentes con el resto del 

ordenamiento, la especialidad del Derecho internacional privado radica en la forma de 

producción de gran parte de sus normas: éstas no tienen siempre origen directo en los 

poderes del Estado español, sino que nacen fuera de ellos, si bien en un momento posterior 

se integran en el Ordenamiento jurídico español.   

Una gran parte de las normas de Derecho internacional privado, tienen su origen 

en las convenciones y tratados internacionales firmados entre los Estados. Acuerdos que 

pueden ser adoptados directamente por los Estados como, por ejemplo, los Convenios de 

cooperación en materia civil entre España y otros países o los que se firman en al marco 

de la Conferencia de la Haya de Derecho internacional privado, UNCITRAL, 

UNIDROIT, etc. Este sistema normativo da lugar a las fuentes convencionales del 

Derecho internacional privado español. 

Las fuentes emanadas de los Convenios internacionales proporcionan una 

solución uniforme a una situación privada internacional válida en todos los Estados parte 

de ese convenio, tienen una gran calidad técnica puesto que son negociados durante un 
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largo periodo de tiempo por expertos en la materia (ejemplo, Convenio de Viena sobre 

CVIM de 1980). 

Pero también comportan algunas desventajas, como son: es frecuente que los 

tribunales nacionales los apliquen de manera defectuosa; es habitual que los tribunales 

nacionales adopten interpretaciones “nacionales” de los convenios internacionales, 

circunstancias que afecta a la uniformidad de soluciones que se persigue; conllevan un 

largo proceso de negociación y, posteriormente, de entrada, en vigor pues para ello se 

precisa, a partir de ratificaciones por los Estados y pluralidad, entre otras. 

Con respecto a las fuentes de origen autónomo hay que buscarlas entre las 

señaladas para todo el ordenamiento jurídico por el Código Civil: la ley, la costumbre y 

los principios generales del Derecho, a la luz, siempre, de los principios contenidos en la 

Constitución española, norma suprema del ordenamiento jurídico español.    

La intervención de los principios que consagra la Constitución, derechos, los 

deberes y fundamentos de la organización social e institucional del Estado es capital, pues 

el resto de las normas de Derecho internacional privado no pueden reconocerse ni 

aplicarse al margen de estos principios.  Los Tribunales en su labor de interpretación y 

aplicación de las normas rechazarán la de aquellas que, si bien son llamadas por las 

fuentes para regular una situación, contienen soluciones contrarias a las previsiones 

constitucionales. 

La acción de los principios contenidos en la Constitución como efectivos 

principios de orden público que deben ser respetados y cumplidos por todos los 

particulares y autoridades, supone un importante límite a la aplicación de normas o 

principios jurídicos extranjeros que, en principio, pudieran parecer los más adecuados 

para regular una situación internacional. Un ejemplo ayudará a fijar esta cuestión: en el 

derecho español, el Código Civil en su artículo 9.1 llama, para averiguar si una persona 

reúne las condiciones de capacidad para celebrar un negocio jurídico, a su ley personal, a 

la de su nacionalidad.   

Así pues, para comprobar si una mujer procedente de un país árabe, donde se 

aplican formas tradicionales del Derecho islámico, tiene capacidad para contraer 

matrimonio con un hombre español, la ley española ordena que se examine el Derecho de 

ese país. Una vez estudiado éste, se comprueba que en el Derecho islámico aplicable las 

mujeres no cuentan con capacidad para contraer matrimonio con un hombre que no 
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profese la religión musulmana y que la capacidad para contraer matrimonio se ha de 

manifestar por medio de un tutor pese a la mayoría de edad de la mujer. Al ser estas 

soluciones contrarias a los principios constitucionales de no discriminación por razón de 

sexo y de igualdad de los cónyuges ante el matrimonio, su aplicación será imposible en 

sede española. 

La “excepción de orden público internacional” se determina de acuerdo a los 

valores constitucionales actuales. Dicho orden público puede conllevar la inaplicación de 

la ley extranjera determinada por la norma de conflicto (art. 12.3 CC) o la denegación del 

reconocimiento de una decisión extranjera (art. 46 a) LCJI). Debe observarse que el 

contenido del orden público varía con el tiempo20.  

Por último, en materia de fuentes hay que citar entre las llamadas ‘fuentes 

privadas’ la nueva Lex Mercatoria, o “ley de los comerciantes”.  Esta Lex está formada 

por un conjunto de reglas, usos y prácticas del comercio internacional que son aceptadas 

por los particulares como efectivas normas de carácter obligatorio, a las que deben ajustar 

su comportamiento. Estas reglas se concretan y formalizan en los contratos 

internacionales y son aplicadas en el arbitraje comercial internacional, en el que se 

resuelven los conflictos entre comerciantes y, cada vez más, por los tribunales estatales 

competentes en materia de comercio internacional. 

No obstante, la extensión de estas reglas, su condición de fuente del Derecho está 

siendo reconocida con muchas dificultades pues, por una parte, su origen no está en la 

voluntad de los órganos legisladores, sino en la de las empresas que dirigen el comercio 

internacional y, por otra, precisan del reconocimiento formal por los Estados para su 

completa aplicación21. 

A la vista de este sistema de fuentes, donde incluimos como fuente del Derecho 

español normas internacionales y normas que a su vez nos remiten a la aplicación de otras 

legislaciones, parece producirse una aporía: todo el Derecho internacional español no 

                                                           
20 Sobre ello Vid. CARO GÁNDARA, Rocío, “Libertades UE, reconocimiento mutuo y orden 

público de los Estados miembros. Reflexiones tras la Sentencia del TJUE de 22 de diciembre de 

2010, asunto C-208/09, Ilonka Sayn-Wittgenstein y tras el Libro Verde para promover la libre 

circulación de los documentos públicos y el reconocimiento de las certificaciones de estado civil, 

de 14 de diciembre de 2010”, La Ley Digital, 27 de octubre de 2016, pp.1-22; AGUILAR 

BENITEZ DE LUGO, M., “Estatuto personal y orden público en Derecho internacional privado 

español”, REDI, vol. 20, N.º, 2, abril-junio 1967, pp. 217-246. 
21 Vid. SÁNCHEZ LORENZO, Sixto, “Vías y límites a la unificación del Derecho privado 

europeo: “soft law versus hard law” o “Comisión contra Parlamento”, en A.A.V.V., Derecho 

privado europeo: estado actual y perspectivas de futuro, Civitas, Madrid, 2008, pp. 377-405 
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puede ser considerado como tal, ya que impone la aplicación de normas extranjeras, obra 

de Organizaciones Internacionales, fruto de Convenios o, en muchas ocasiones, se trata 

de normas internas de otras naciones. No es tal esa contradicción, el Derecho 

internacional privado es un sistema abierto a los conceptos jurídicos y normas de otras 

naciones, que son integrados en el ordenamiento español una vez que su aplicación es 

requerida por la ley.   

Para la determinación de cuál es el Derecho aplicable entre los varios Derechos 

nacionales vinculados con una situación, el Derecho internacional privado utiliza sus 

propios métodos de reglamentación.  Estos métodos han sufrido cambios en el proceso 

histórico, así en las épocas antiguas y medievales, el método seguido fue siempre el 

unilateral, consistente en establecer normas materiales que contenían respuestas jurídicas 

a las situaciones de la vida privada internacional.  

Posteriormente, en la época estatutaria a la que antes nos referíamos, en los siglos 

XIV al XIX, las normas tenían un ámbito de aplicación distinto según fuera la materia o 

estatuto, al que se referían. Ya desde mediados del siglo XIX, tras el magnífico magisterio 

de F. C. Von SAVIGNY, las normas de Derecho internacional privado son conocidas 

como “normas de conflicto” y su objeto es, partiendo de las relaciones o situaciones del 

tráfico internacional, localizar cada una de ellas bajo la ley que ha de regularlas. 

Aplicar las normas de Derecho internacional privado a una situación privada 

internacional en la que se pretende determinar la competencia judicial internacional de 

las autoridades españolas para conocer de la sucesión de un nacional francés que ha 

fallecido en España implica que sean de aplicación las normas del Reglamento Europeo 

al efecto, que tras su entrada en vigor obliga a los Estados miembros a aplicar sus normas 

relativas a ese sector del Derecho internacional privado y no las contenidas en la Ley 

Orgánica del Poder Judicial.  

Lo mismo sucede con la determinación del Derecho aplicable a dicha sucesión: el 

tribunal español con competencia judicial internacional para conocer de dicha sucesión 

sólo podrá determinarlo conforme a las reglas contenidas en el Reglamento europeo y no 

sobre la base del artículo 9.8 CC. 

 

VII. Casos prácticos de repaso. 

Lea detenidamente las situaciones que se describen a continuación e identifique 

aquellas que son objeto del Derecho internacional privado español y, en su caso, califique 
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jurídicamente la materia de acuerdo con las fuentes de esta rama del ordenamiento 

jurídico. 

1. Una empresa productora de componentes electrónicos, con domicilio en España, 

dedicada a la exportación al mercado asiático, va a ser demandada en España por 

reiterados incumplimientos en la entrega de mercancías a una distribuidora china. 

Respuesta: Se proporcionan a continuación los elementos que se han de tener en 

cuenta para dar una solución adecuada al caso que se plantea. 

En primer lugar, se trataría de una situación objeto del Derecho internacional privado 

teniendo en cuenta su carácter privado (las partes que intervienen son dos empresas) ya 

que son sujetos de comercio situados en el mismo plano jurídico; y por su parte, el 

elemento internacional está presente en la medida en que la relación comercial es de 

carácter internacional entre partes situadas en diferentes estados (exportador e 

importador). La situación está conectada con, al menos, dos ordenamientos jurídicos. 

En segundo lugar, la calificación se deriva de la materia jurídica sobre la que recae la 

situación jurídica: obligaciones contractuales internacionales. 

Por último, es relevante para al Derecho internacional privado español ya que una de 

las partes de la relación contractual es una empresa española y va a ser demandada en 

España por una empresa extranjera, lo que implica poner en marcha el sistema de Derecho 

internacional privado español.  

 

2. Una pareja de mexicanos, residentes en Elche, pretenden divorciarse en España 

ante Notario español. 

3. Eloísa, señora española, obtiene una sentencia firme dictada por un juez alemán 

por la que se establece una pensión de alimentos a favor de su menor hijo, por la 

que un señor alemán, debe abonar 600 euros mensuales al menor.  

4. Un matrimonio de ingleses, residentes en España, quiere otorgar testamento ante 

Notario español conforme al Derecho inglés. 

5. Un joven español contrae matrimonio en Marruecos con una joven marroquí y 

pasado un tiempo, deciden divorciarse. Un tribunal marroquí dicta sentencia de 

divorcio y el joven quiere recuperar su capacidad nupcial para volver a casarse en 

España. 

 


